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PRESIDE: Señor Representante Javier Salsamendi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Jorge Machiñena, Jorge Orrico y Edgardo Ortuño. 


INVITADOS: Doctora María José Viega, Directora del Área Derechos Ciudadanos de la Agencia para el 
Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del 
Conocimiento (AGESIC); y Analista Programador Federico Monteverde. 


SEÑOR PRESIDENTE (Salsamendi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir a la Directora del Área Derechos Ciudadanos de la Agencia para el 
Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento 
AGESIC, doctora María José Viega, y al señor Federico Monteverde. 


El tema en análisis es documento electrónico y firma electrónica. Ya habíamos recibido una serie de planteos, 
particularmente de la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


SEÑORA VIEGA.- Agradecemos la invitación a participar, que nos da la oportunidad de contarles 
cuáles fueron las ideas y cuál fue el proceso que se realizó a la hora de elaborar el anteproyecto de ley. 


Les hemos traído un informe por escrito que trata los principales puntos y responde a las inquietudes que 
presentó la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


La idea inicial es hacer una presentación conceptual de qué es el documento electrónico, qué es la firma 
digital, para qué sirve, cuáles son los fundamentos de este a proyecto de ley. Va a comenzar el señor Federico 
Monteverde, que es el informático que ha trabajado con nosotros, y a continuación yo voy a hacer la 
presentación de los principales puntos del proyecto. 


SEÑOR MONTEVERDE.- Soy asesor de AGESIC en el área de normas en tecnología de la 
información y, en ese sentido, hemos venido trabajando dentro de la Agencia en la elaboración del 
proyecto de ley de documento electrónico y firma electrónica. 


Nuestra idea es hacer una presentación, intentando aclarar aquellos aspectos que puedan resultar menos 
claros del proyecto de ley por sus elementos específicamente tecnológicos. Antes, vamos a hacer una especie 
de introducción contextual, para tener una visión un poco más comprehensiva del contexto en que este 
proyecto de ley se incorpora en la agenda. 


Decir que las tecnologías de la información y las comunicaciones son una obligación y que su velocidad de 
propagación pautan nuestro día a día, es prácticamente una obviedad, pero es en ese contexto que nos 
movemos y el proyecto de ley que presentamos intenta atacar algunos de los aspectos que surgen como 
consecuencia de lo que mencionaba recientemente. 


Vivimos en un mundo en red. Esas redes son de distinta especie. Las redes de comunicaciones hacen que la 
información fluya en forma permanente y que se produzcan transacciones electrónicas de diversa índole, que 
necesitan de alguna forma un atributo adicional de confianza para que se puedan llevar adelante y propagar. 


En este marco contextual, ya no en cuanto a lo que hace a la sociedad de la información sino a la agenda que 
está pautada a efectos de su desarrollo desde AGÉSIC, traemos a colación la Agenda Digital Uruguay 2008- 
2010 que fuera aprobada por un decreto presidencial, que específicamente fija, dentro de todos los elementos 
que en esa Agenda se pautan, el proyecto de ley de firma electrónica. Nos estamos moviendo en un contexto 
en el cual el proyecto de firma electrónica es uno de los objetivos en la agenda electrónica. Esto es un poco 
para trasmitirles la forma de estar alineados con una política más abarcativa dentro de la cual la firma 
electrónica es un elemento fundamental. 


Estamos mostrando un extracto de la Agenda Digital, donde está remarcado el proyecto de ley que estamos 
tratando en el día de hoy. 


Antes comentaba la importancia de las transacciones electrónicas. Estas transacciones son de distinta especie; 
no necesariamente son económicas. Son transacciones electrónicas cuando estamos tratando en forma 
electrónica con el Gobierno, cuando lo hacemos en el marco del comercio electrónico. En distintos contextos 
se producen las transacciones electrónicas. ¿Cuál es el punto clave para que las transacciones electrónicas se 
desarrollen? La confianza. Entonces, nosotros hablamos de un círculo virtuoso para el desarrollo de las 
transacciones electrónicas, que comienza con la seguridad en las comunicaciones. Eso origina, a su vez, 
confianza en los usuarios, lo cual retroalimenta las transacciones electrónicas y así sucesivamente 
necesitamos más garantías de seguridad y vamos generando más confianza. 


Existen distintos aspectos que tienen que ver con la seguridad en las transacciones electrónicas. En el día de 
hoy estamos tratando exclusivamente uno pero, como ven, hay otros: la privacidad, la protección de datos 
personales, la protección al consumidor en Internet. Hay varios aspectos jurídicos que están relacionados con 
la seguridad y la confianza en las transacciones electrónicas. 


Hay un tema que me parece de fundamental importancia y que generalmente no se percibe. Estamos creando 
una infraestructura nacional de certificación electrónica, como la denomina el proyecto, que lo que pretende 
es introducir un servicio de seguridad y de confianza al marco de las transacciones electrónicas, a través de 
mecanismos de autenticación, integridad y no repudio de las transacciones y documentos electrónicos. 


A mí me gusta equiparar esta infraestructura a las tradicionales que ya tenemos: eléctrica, vial, portuaria, de 
telecomunicaciones, etcétera. Haciendo un símil con la infraestructura de energía eléctrica, cuando yo tengo 
un televisor lo conecto a la red eléctrica y obtengo energía; en este caso nosotros conectamos nuestra 
aplicación a la infraestructura de certificación electrónica y obtenemos seguridad en las transacciones 
electrónicas. Por lo tanto, lo que se está creando es una infraestructura más, que nos prepara para la sociedad 
de la información. 


Brevemente quiero hacer referencia a algún aspecto más técnico de la firma electrónica. Las definiciones que 
estamos dando están extraídas del proyecto de ley. En el momento actual, la firma electrónica se apoya en el 
uso de certificados electrónicos, que son un conjunto de datos que se adjuntan a la transacción o al 
documento original que se quiere certificar, asegurar y dotar de integridad. Eso se logra a través de 
mecanismos de criptografía, pero no es el único medio para hacerlo. Existen otros como, por ejemplo, la 
seguridad a través de los rasgos biométricos, que es otra forma de brindar mecanismos de garantía. Entonces, 
dentro de firma electrónica vamos a tener distintos tipos de soluciones tecnológicas que resuelven este 
aspecto. 


Mi objetivo era, simplemente, introducir el tema y dar un poco de contexto tanto dentro de la sociedad de la 
información como que estamos creando una infraestructura y de manera breve hacer alguna referencia 
tecnológica. Ahora doy paso a la doctora Viega, que va a entrar directamente en la materia jurídica que trata 
el proyecto. 


SEÑORA VIEGA.- Los problemas jurídicos básicos que pretende solucionar el proyecto de ley son, en 
primer lugar, la verificación de la identidad de la persona en lo que escuchamos normalmente hablar 
como del ciberespacio, ese espacio de redes inmaterial, sin fronteras, en el cual estamos tratando con 
otra persona que no sabemos quién es y no tenemos manera de saberlo. Por lo tanto, la identificación 
de la persona es básica en cualquier tipo de relación telemática. 


En segundo término, la cuestión es cómo evitar el repudio de la documentación que se realiza por medios 
electrónicos y, en tercer lugar, es cómo establecer que ese mensaje que puede ser una oferta contractual, una 
aceptación no ha sido alterada cuando llega al destinatario. 


El anteproyecto fue elaborado en la AGÉESIC y para ello se contó con la colaboración de la URSEC. Una vez 
que tuvimos el primer borrador se envió al Instituto de Derecho Informático de la Facultad de Derecho y, 
posteriormente, incorporando las sugerencias que este realizó, se envió en consulta al Ministerio de 
Economía y Finanzas, a la Dirección General de Registros, al Ministerio de Educación y Cultura y a la 
Dirección Nacional de Correos, que es en este momento la autoridad de certificación a nivel estatal. 


La estructura del proyecto consta de veintiocho artículos divididos en seis capítulos que voy a ir puntuando 
uno a uno. 


Me acota el señor Monteverde que me faltó nombrar a la Suprema Corte de Justicia. En realidad, el contacto 
con la Suprema Corte fue posterior al envío del proyecto por parte de Presidencia de la República y 
estuvimos de acuerdo en la incorporación de un artículo que les hemos hecho llegar. A la Corte y, en realidad, 
a todo el Poder Judicial en el proceso que está realizando con respecto al expediente electrónico le interesa 
alinearse a este proyecto de firma electrónica y propuso que se lo validara como autoridad de certificación 
para las funciones de los escribanos, abogados y procuradores. Estuvimos de acuerdo siempre y cuando la 
Corte cumpla con el requisito de registrarse, de acreditarse ante la UCE, y actúe como prestadora de servicios 
de certificación acreditada. 


El proyecto reconoce la admisibilidad, la validez y la eficacia tanto del documento como de la firma 
electrónica y establece que los servicios de certificación electrónica no están sujetos a autorización previa. 
Esto es importante: si bien prevemos un mecanismo de acreditación de los prestadores, no es obligatorio. La 
diferencia va a estar en los efectos legales que esa firma electrónica va a tener. Un prestador acreditado va a 
emitir una firma electrónica avanzada, porque cumple con una serie de requisitos que otorgan a esa firma, a 
esa tecnología una mayor seguridad. Consecuencia de esto es que los prestadores puedan actuar en un 
régimen de libre competencia. 


Otro de los aspectos del proyecto es que no modifica las funciones correspondientes a quienes dan fe 
actualmente. 


El proyecto realiza una serie de definiciones a la hora de conceptualizar de qué estamos hablando, a la hora 
de regular una serie de elementos que son tecnológicos. En el informe estamos recomendando la inclusión de 
una nueva definición que es la de fecha electrónica, debido a que la Asociación de Escribanos del Uruguay 
hace una observación en cuanto a la fecha de los documentos públicos. Por eso, estamos recomendando 
incorporar un inciso en el artículo 6”. El inciso final de este artículo dice: “El documento electrónico suscrito 
con firma electrónica avanzada tendrá idéntico valor probatorio al documento público en soporte papel”. 


Proponemos agregarle: “Sin embargo, no hará fe respecto a su fecha a menos que esta conste a través de un 
fechado electrónico otorgado por un prestador de servicios de certificación acreditado”. Esto es lo que se 
llama “time stamping”. En determinado tipo de documentación es importante determinar la fecha muy 
específica, más allá de lo que pueda ser un programa de gestión de expediente electrónico. 


Para entender de qué estamos hablando, voy a partir de una definición de documento. A un documento 
tradicional lo podemos conceptualizar desde un punto de vista estructural y, también, funcional. Desde el 
punto de vista estructural, el documento es una cosa corporal que nos muestra algo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Cómo queda certificado ese “time stamping”? ¿Cuál es la certeza 
jurídica que puede haber? 


SEÑORA VIEGA.- Es un tema tecnológico y por eso le voy a pedir al señor Monteverde que conteste. 


SEÑOR MONTEVERDE.- Nosotros estamos proponiendo adicionar una definición de ese fechado de 
tiempo como un inciso más del artículo 2”. Dice: “Fecha electrónica: conjunto de datos en forma 
electrónica utilizados como medio para constatar el momento en que se ha efectuado una actuación 
sobre otros datos electrónicos a los que están asociados”. 


Esto quiere decir que un prestador de servicios de certificación emite un sellado de tiempo en inglés “time 
stamping”, que es un conjunto de datos que dan certeza de a qué hora fue efectuada la transacción, en 
realidad, la firma. ¿En qué consiste? Cuando uno firma electrónicamente un documento le agrega un “time 
stamping” y se vuelve a firmar. De esa forma, queda absolutamente asegurado que la fecha y hora en que fue 
firmado ese documento fue cuando se dice según el fechado de tiempo, porque al marcarse la fecha y hora y 
firmarse nuevamente ese documento no puede ser alterado. Queda absolutamente asegurada la integridad del 
documento por la propia funcionalidad de la firma. Es decir, uno le estampa la fecha y la hora, y lo firma. Eso 
lo hace la autoridad de “time stamping”, de sellado de tiempo; sería algún prestador de servicios de 
certificación, acreditado ante la Unidad de Certificación Electrónica. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Sería un prestador privado? 


SEÑOR MONTEVERDE.- Puede ser privado o público; en la medida en que esté acreditado frente a 
la Unidad, lo que estamos asegurando es que ese prestador tiene estándares mínimos tecnológicos y de 
procedimientos. Quiero remarcar que no solamente cuando se acredita un prestador de servicios se le 
están exigiendo características técnicas o tecnológicas sino que se le están exigiendo, en mayor 
proporción, procedimientos establecidos y marcos de seguridad. Es decir, se le imponen más exigencias 
de ese estilo que tecnológicas para poder ser acreditado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- De cualquier manera, como se pasaba muy por arriba de este tema que 
es crucial, me parecía importante detenernos y no pasar a 100 kilómetros por hora por el mismo. 


Después, me gustaría que se profundice en este aspecto porque realmente es clave en este asunto, y si no se 
dilucida perfectamente, esto no puede correr. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que primero se termine con la exposición para después retomar 
cada uno de los temas. 


SEÑORA VIEGA.- En realidad, discrepo en ese sentido; no se trata de un escribano digital sino que es 
un tercero de confianza. 


Yo soy escribana, e inclusive, diserté en varios foros y realicé varios trabajos escritos. La función notarial 
frente a las tecnologías permanece inalterada como función; lo que van a cambiar son las herramientas. El 
escribano es un profesional universitario, con una carrera de seis años que, obviamente, no es un certificador 
electrónico; la idea no es que se convierta en un mero certificador de firmas. El prestador de servicios de 
certificación, acreditado o no, es un mero certificador de firmas o de tiempos, que garantiza la integridad del 
documento y la persona que lo está firmando. Ello es así para el caso de un documento electrónico en una 
transacción electrónica. Es importante tener en cuenta este aspecto. 


Por otra parte, quiero hacer referencia al documento tradicional, desde el concepto estructural y funcional. En 
cuanto a lo estructural, debo señalar que el documento es una cosa material que nos está mostrando algo, que 
está constituido por un elemento material, que es el papel, y un elemento intelectual, que es el contenido. El 
concepto funcional es que el documento sirve para representar algo, para representar otra cosa. Las 
características de este documento tradicional son las siguientes: ocupa un lugar en el espacio, podemos 
ubicarlo en un tiempo determinado, tiene una relación entre el autor, lo manifestado y lo querido por este, y 
tiene un valor probatorio. 


En cuanto al documento electrónico, se ha discutido acerca de cuándo estamos frente a uno de ellos. 
Giannantonio distingue documento electrónico en sentido estricto y documento electrónico en sentido 
amplio. El proyecto se afilia a la tesis de documento electrónico en sentido estricto. Entendemos que 
documento electrónico es aquel que está almacenado en un computador hoy este concepto es más amplio, 
pues lo puedo tener almacenado en el celular, en un dispositivo y que necesite de este para tener acceso a ese 
documento. 


En un sentido amplio, se puede entender como documento electrónico aquel emanado de un medio, de un 
computador, pero a través de periféricos. Entonces, podría llegar a entenderse que este es un documento 
electrónico. Nosotros no compartimos esta posición y, por tanto, no se refleja así en el proyecto de ley. ¿Por 
qué? Porque cuando yo imprimo un documento electrónico, en realidad estoy perdiendo muchísima 
información de ese documento. Por ejemplo, cuando se imprime un sitio web, en realidad se imprime pura y 
exclusivamente lo que se ve en pantalla, pero no el código fuente, es decir, cómo ese sitio web fue 
programado. Eso tiene una información muy importante que, por ejemplo, en materia probatoria en un juicio 
puede ser sumamente relevante. Por tanto, entendemos que el documento electrónico es un todo, y lo es 
cuando está en ese formato electrónico. 


Otro aspecto que se ha discutido acerca del documento electrónico es en cuanto a su origen. Hay que ver si 
hablamos de documento electrónico cuando interviene la persona en la elaboración, o cuando es generado 
automáticamente por la máquina. Hoy por hoy existen transacciones donde media un contrato marco entre las 
partes. Entonces, se puede realizar un contrato entre computadoras. El ejemplo que se utiliza habitualmente 
es el del supermercado. Cuando el sistema informático detecta que al supermercado le falta determinado 
producto o que le quedan diez unidades, el sistema de stock se conecta con el sistema del proveedor, le hace 
una orden de compra automática que después pasará a facturación. Esto existe, se usa habitualmente. En este 
caso estamos ante un documento electrónico y ante un contrato electrónico, realizado en apariencia entre 
máquinas, pero que está avalado en un acuerdo marco previo que es lo que hace que el sistema funcione. 


¿Cuáles son las características del documento electrónico? Es una nueva forma documental, es inmaterial 
esto es muy importante se puede generar, se puede llegar a emitir a través de un computador, solo puede 
hacerse público, necesitamos la tecnología informática para poder acceder a él y se maneja en un lenguaje 
binario de ceros y unos. Una de sus características principales es la posibilidad de la interactividad entre 
documentos, es decir, la posibilidad de “linkear” y hacer una lectura no lineal de la documentación. 


El proyecto lo define como la representación digital de actos o hechos, con independencia del soporte 
utilizado para su fijación, almacenamiento o archivo. Es decir, se afilia al concepto del documento 
electrónico en sentido estricto. Como el documento electrónico no tiene materialidad, ya no vamos a poder 
utilizar la firma hológrafa, con lo que vamos a necesitar un equivalente funcional. Por esta razón, voy a 
plantear cuáles son las funciones de la firma en el documento tradicional. 


La firma sirve para establecer la autoría del propio texto, para aceptar las obligaciones que surgen de ese 
texto, para adherir a lo expresado por otro y determinar la presencia de la persona en el momento de firmar. 
La firma hológrafa es el dibujo que nosotros realizamos sobre el papel, que no siempre es nuestro nombre o 
nuestro apellido; muchas veces es una grafía ilegible, un garabato que pretende cumplir todas las funciones 
que acabamos de ver. Para el documento electrónico necesitamos algo, un equivalente funcional que cumpla 
las funciones de esa firma que nosotros estamos acostumbrados a utilizar. 


Como dijo al inicio el señor Monteverde, este equivalente funcional es la firma electrónica, que tiene 
distintos niveles. Por ejemplo, cuando vamos al cajero automático, ponemos la tarjeta y digitamos nuestro 
pin, es un tipo de firma electrónica. También la biometría es un tipo de firma electrónica. El ser humano tiene 
rasgos que lo individualizan como, por ejemplo, la huella dactilar, el iris del ojo o el mapa calórico del 
cuerpo. Estos rasgos ingresados a un sistema informático permiten que cuando yo coloco el dedo el sistema 
me identifique, comparándolo con los archivos que tiene en su base de datos. 


Otro sistema es la criptografía, que actualmente se entiende de mayor seguridad a nivel tecnológico. La 
criptografía es una ciencia muy antigua; aparece en el cifrado de ““El César”, en la criptografía de clave 
secreta. Esto lo veíamos en las películas de la Segunda Guerra Mundial, cuando había que descubrir el 
código que trasmitían los alemanes para poder llegar a descifrar el mensaje. Esta es la criptografía de clave 
secreta. Hoy la tecnología ha permitido lo que se llama criptografía de clave pública, que emplea doble clave, 
es decir, tengo una que es secreta, que está únicamente en mi posesión, y una pública que es accesible a todo 
el mundo. Entonces, yo puedo firmar algo con mi clave privada y se verificará si esa firma corresponde a mi 
persona, a través de la clave pública. Por otro lado, cuando yo inscripto algo con la clave pública de otra 
persona, solo esta podrá abrir ese documento. Entonces, por un lado, estoy asegurando la integridad y, por 
otro, asegurando la identidad de la persona. 


El proyecto dice que la firma electrónica son los datos en forma electrónica, anexos a otros datos electrónicos 
o asociados de manera lógica con ellos, utilizados por el firmante como medio de identificación. 


Estos son dispositivos de firma electrónica, que tienen una variedad pues van desde tarjetas a los “token”. 
Además, el proyecto establece la llamada FEA, la Firma Electrónica Avanzada, que para que un prestador 
pueda emitir este tipo de firma, tendrá que estar acreditado ante la Unidad de Certificación Electrónica y 
cumplir con toda esta serie de requisitos. 


Todos estos conceptos están reflejados en el proyecto, y han tenido como fuente las resoluciones que nuestro 
país adoptó en las reuniones del MERCOSUR. 


Por otra parte, se reconoce el certificado electrónico siempre y cuando esté emitido por un prestador de 
servicios de certificación acreditado. Los principios del proyecto son: la equivalencia funcional, la 
neutralidad tecnológica no hace referencia a una tecnología específica, la libre competencia entre los 
prestadores, la compatibilidad internacional porque existe la posibilidad de un reconocimiento a prestadores 
de servicios a nivel internacional y la buena fe. 


Los efectos legales se distinguen entre efectos legales de los documentos electrónicos con carácter general, 
de la firma electrónica y de la firma electrónica avanzada. Se establecen situaciones especiales que es el uso 
de la firma electrónica avanzada en la función notarial, que deberá ser reglamentada por la Suprema Corte de 
Justicia, el empleo de la firma electrónica o de la firma electrónica avanzada en los órganos del Estado y en la 
Administración Pública. La firma electrónica o la firma electrónica avanzada se utilizará a nivel del Estado 
en general y de la Administración Pública. Estos tres artículos son los que establecen especificaciones. 


Respecto a la pregunta planteada por el señor Diputado Borsari Brenna, cuando se habla de la firma 
electrónica en la Administración Pública los escribanos lo hacen notar en su informe, si bien no se menciona 
expresamente, se tiene en cuenta el “time stamping” en el artículo 9” cuando dice: “...a los efectos de adoptar 
las condiciones adicionales que se estimen necesarias...”. Esas condiciones adicionales a las firmas puede ser 
un servicio, precisamente, del “time stamping”, es decir, establecer algo más que se necesita a la hora de dar 
garantías a un determinado procedimiento. 


El Capítulo Il establece la Infraestructura Nacional de Certificación Electrónica, crea la Unidad de 
Certificación Electrónica, un Consejo Consultivo a la hora de asesorar a esta Unidad de Certificación 
Electrónica en la cual participen distintos interesados en el tema y la Autoridad Certificadora Raíz Nacional, 


que es el vértice de la cadena de confianza de la infraestructura. Por un lado, vemos que en esta 
infraestructura vamos a tener la Autoridad Certificadora Raíz para lo cual está previsto que sea AGÉSIC y, 
por otro, la Unidad de Certificación Electrónica. En esta cadena de confianza podemos tener autoridades de 
certificación estatales y autoridades de certificación privada que van a estar acreditadas ante la UCE, pero 
también pueden existir autoridades de certificación privadas que no estén acreditadas y que emitan una firma 
electrónica y no una firma electrónica avanzada. 


El Capítulo HI determina los requisitos, obligaciones, cese de actividad y la responsabilidad de los 
prestadores de servicios de certificación acreditados. 


El Capítulo IV establece los requisitos, vigencia y equivalencia de los certificados reconocidos. 
El Capítulo V refiere a los derechos y obligaciones del firmante o signatario. 


También aparece un tema muy interesante que es una innovación importante, que fue muy discutido tanto en 
el seno del Instituto de Derecho Informático como en la Asociación de Escribanos. Me refiero a la firma 
electrónica de la persona jurídica. Hasta ahora, en forma hológrafa, solo firmaban las personas físicas; las 
personas jurídicas siempre lo hacían a través de sus representantes. La tecnología permite otorgar un 
certificado electrónico a una persona jurídica, de forma tal que cuando haya que firmar multiplicidad de 
documentos, no sea necesario que esté la persona física con su dispositivo firmando uno u otro o cientos de 
veces, sino que podrá emitir una firma electrónica a nombre de la persona jurídica. Por este motivo, se 
establecen responsabilidades específicas para la persona jurídica cuando haga uso de este tipo de firma. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Qué quiere decir esto? ¿Que si el representante o la representante de 
la persona jurídica tiene que hacer veinte o treinta firmas, respecto a documentos, no lo hará uno por 
uno? 


SEÑORA VIEGA.- No. Esto significa que el representante de la persona jurídica va a tener que ir 
físicamente al prestador de servicios de certificación con su certificado notarial, acreditando que él es 
el representante de determinada persona jurídica. Puede tramitar una firma electrónica para él como 
representante de esa persona jurídica, o también puede contratar un certificado para la persona 
jurídica. Entonces, imaginemos, por ejemplo, que una tarjeta de crédito nos quiere mandar todos los 
estados de cuenta firmados digitalmente. Este es un proceso que los sistemas hacen en forma 
automática. El propio sistema me explicaban los informáticos que esto es algo que sucede actualmente 
emite la firma sin independencia de la persona que tiene el dispositivo. Por lo tanto, era dar una 
responsabilidad al representante de que se produjeron determinadas firmas cuando, en realidad, él no 
estaba presente cuando esa firma se hizo. Entonces, se deslinda esa responsabilidad del representante sí 
en la toma de decisiones de firmar determinado documento pero no en la firma puntual, porque 
cuando se habla del dispositivo se dice que debe estar en poder de la persona física para asegurar que 
esa firma realmente es mía. Por esto se hizo la discriminación. Esta es una forma de dar garantías de 
que cuando una persona física realmente firma está presente en ese acto y utiliza ese dispositivo, no 
que cuando esa firma se hace en forma automática se la esté responsabilizando por algo que, en 
realidad... Porque, de pronto, tendría que estar cediéndole a alguien el dispositivo porque una firma 
electrónica se puede realizar las veinticuatro horas del día y no podemos pensar que la persona va a 
estar físicamente las veinticuatro horas con su dispositivo para cuando se necesite. 


(Murmullos) 


Eso surge de varios artículos. En primer lugar, la definición de firmante o signatario dice “persona”, y 
no persona física. Esto figura en el artículo 2” literal k). 


En segundo término, en el artículo 22 se habla de la vigencia de los certificados reconocidos, el literal f) 
establece “Fallecimiento del signatario o de su representado, incapacidad sobrevenida, total o parcial, de 
cualquiera de ellos, terminación de la representación o extinción de la persona jurídica representada” 


En el artículo 26 se establece: “(Responsabilidad de los representantes y/o administradores de las personas 
jurídicas).- Para el caso en que el titular del certificado reconocido sea una persona jurídica serán 


responsables sus representantes y/o administradores de acuerdo a lo establecido en la presente ley y en las 
normas generales en la materia”. Esto hace al tipo de responsabilidad penal que pudieran llegar a tener. 


El Capítulo VI, Disposiciones Finales, establece la derogación de la normativa anterior que ha sido tomada, y 
en algunos casos con alguna modificación. Se determina el traslado del Registro de Prestadores de Servicios 
de Certificación que actualmente está a cargo de la URSEC aunque no esté funcionando, y el plazo de la 
reglamentación. Los objetivos del proyecto son unificar el marco regulatorio de esta temática que está 
dispersa en múltiples normativas, la creación de la infraestructura nacional de certificación electrónica, la 
implementación de la firma electrónica a nivel nacional, y esto contribuye al desarrollo del Gobierno 
electrónico y a la seguridad en materia de comercio electrónico. 


No tengo nada más para decir. Estoy a las órdenes para las preguntas que deseen realizar. 


SEÑOR ORRICO.- Agradezco enormemente la información aportada porque a mí, por lo menos, me 
han sacado mucha telaraña de la cabeza. 


Voy a realizar una pregunta que no sé si llamar política pero no es técnica, con respecto a lo que ustedes han 
expuesto. Me gustaría saber solo para dar antecedente a este proyecto que, sin duda, vamos a aprobar cómo 
funciona esto hoy. Es decir, valorar qué importancia tiene la aprobación de un proyecto de este tipo con 
relación a lo que hacemos en la actualidad. Yo tengo entendido que hoy se hacen millones de transferencias, 
todos los días, todos los minutos, por cifras cuantiosísimas, que a uno tiene que modificarle la cabeza en 
cuanto a cuáles son los requisitos, que creo que es uno de los problemas porque estamos acostumbrados a 
aquella cosa formal del documento que se escribe y se le pone la firma a los costaditos, etcétera, que me 
parece que tiene miras de sucumbir. Entonces, me gustaría saber, como antecedente y para que todos estemos 
más ilustrados, qué es lo que sucede hoy y cuál es el cambio conceptual que provoca este proyecto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA VIEGA.- El cambio es muy importante porque, si bien nuestro Derecho ya desde el año 1988 
viene reconociendo el documento electrónico y la firma electrónica, hasta ahora hay un reconocimiento 
genérico, hay un reconocimiento de los prestadores de servicios de certificación, pero no existe ningún 
tipo de regulación ni de control sobre estos prestadores, con lo cual cualquiera, con conocimientos de 
informática, puede instalar en el garage de su casa, por ejemplo, un sistema de certificación electrónica 
que no da ninguna garantía a quien, sin tener conocimientos, puede adquirir esa firma electrónica. Por 
eso, la importancia de la creación de toda la infraestructura de certificación electrónica. 


Por otra parte, pensemos que estos documentos circulan a nivel internacional con lo cual nosotros 
necesitamos que terceros países reconozcan la firma electrónica que estamos emitiendo y el Estado tiene que 
ser garante de esos certificados electrónicos que se están otorgando. El Grupo MERCOSUR capaz que 
Federico puede ampliar la información porque él es quien participa en estos grupos- estableció un estándar de 
tecnología que la mayoría de los prestadores de nuestro país, creo que a excepción de uno, no cumplían. 
Entonces ¿qué implica eso? Que como cualquiera puede utilizar cualquier tecnología y brindar el servicio, 
puede suceder que un ciudadano adquiera una firma electrónica que después no va a ser reconocida ni 
siquiera a nivel del MERCOSUR y ni pensar a nivel mundial. Entonces, esta cadena de confianza lo que hace 
es garantizar las transacciones y su seguridad a nivel internacional. 


SEÑOR MONTEVERDE.- Simplemente deseo abundar y subrayar un concepto que señaló la doctora 
Veiga. 


Un punto clave de este proyecto que cambia sustancialmente tiene que ver con lo que refiere a la inserción 
internacional de Uruguay en materia de comercio electrónico y transacciones electrónicas, porque es un 
hecho hoy y hay varios ejemplos que se pueden citar, inclusive una iniciativa que está en el ámbito de la 
ALADTI para establecer los certificados de origen aduanero, certificados de origen en formato digital. Una de 
las principales barreras en instrumentar ese sistema entre todos los países de la ALADI es la falta o las 
asimetrías en cuanto al desarrollo de la firma electrónica en los distintos países. 


Nuestro país suscribió en 2006, el GMC aprobó unas resoluciones que establecen que los países del 
MERCOSUR pueden hacer acuerdos de reconocimiento mutuo entre los Estados miembros del 
MERCOSUR. Hoy Argentina y Brasil son los que están en condiciones de hacerlo. Nuestro país no porque 
falta la estructura y la garantía estatal al sistema general de firmas electrónicas. Entonces, un punto clave y 
que cambia radicalmente con este proyecto de ley es lo que refiere a la inserción internacional de nuestro país 
en el mundo digital. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Yo agradezco la visita. Por supuesto que desde hace tiempo venimos asistiendo 
a sucesivas definiciones políticas porque de eso también se trata de ir implementando a nivel 
electrónico mecanismos que nos lleven a certezas jurídicas. Siempre tengo la duda en todo esto con 
respecto a quién controla a los controladores. Me parece que es el gran tema. Varios de los delitos 
financieros a nivel internacional tienen su origen precisamente en estos procedimientos y cada vez hay 
que avanzar más en certezas. Si hay algo que me preocupa y ya que están los especialistas en este tema, 
consulto es cuando los documentos electrónicos pasan a tener categoría de instrumento público, porque 
me parece que para tener esa categoría deberían tener firma electrónica avanzada y estar establecida 
específicamente en el texto normativo. Por otro lado, en el tema de la trasmisión de los documentos por 
medios electrónicos, se dice que constituyen un documento auténtico y que hacen plena fe, pero no hay 
mención sobre una garantía fidedigna en cuanto a que se conserva lo fidedigno del documento original. 
Me parece que esto no es menor en términos de esas certezas que estamos buscando con esta 
normativa. 


SEÑORA VIEGA.- En realidad, el proyecto no establece la calidad de instrumento público para la 
firma electrónica avanzada. Por un lado, se reconoce la validez del documento y, por otro, se le otorga 
determinados efectos jurídicos a la firma electrónica y a la firma electrónica avanzada. Lo que se está 
dando es un efecto, un valor probatorio equivalente a un documento público, no transforma la 
naturaleza del documento. Nosotros aclaramos esto en el informe que presentamos e hicimos hincapié 
en no confundir la naturaleza del documento con la función que ese documento cumple a nivel 
probatorio. Cuando yo discriminaba sobre la conceptualización del documento distinguía lo que era la 
naturaleza de lo que eran los efectos. En cuanto a los efectos de los documentos decimos que los efectos 
de los documentos con firma electrónica avanzada son equiparables a un documento público. Inclusive, 
se hace la salvedad al tema de la fecha, recogiendo la observación de los escribanos de la que se habló 
inicialmente. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me interesa lo fidedigno del origen. 
SEÑORA VIEGA.- El origen, ¿en cuánto a qué? 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me parece que debe haber algunas garantías con respecto al origen fidedigno 
del documento, que tiene que ver con la fuente del documento, con cómo se garantiza ya que, como dijo 
la doctora, hay miles de formas de adulterar la fuente, mediante gente que maneja fantásticamente la 
informática. Entonces, ¿cómo nos garantizamos la preservación de ese documento fidedigno? 


SEÑORA VIEGA.- La comparecencia física de la persona ante el prestador de servicios de 
certificación es necesaria. Cada persona va a firmar un contrato a través del que asumirá 
determinadas responsabilidades con respecto a esa firma, con el prestador de servicios de certificación 
y para eso tiene que ir personalmente, porque el prestador tiene que asegurarse que a quien le otorga 
la firma es quien dice ser. 


Ahora bien, con respecto a la integridad del documento, debo decir que una vez que ese documento se firma 
las combinaciones matemáticas que se producen en esa firma electrónica en la combinación de las claves 
podrá explicarlo mejor Federico manejan números tan, tan grandes, que para poder violar esa firma 
electrónica se necesitaría un procesador enorme funcionando días y días, y no semanas o meses, para poder 
descifrar una firma electrónica. Es verdad; capaz que puede interceptar el documento electrónico y 
modificarlo, pero si yo envío un documento electrónico firmado con su clave pública, si en el proceso ese 
documento fue alterado, cuando usted lo abra con su clave privada que es la única que lo va a poder abrir 
porque es la única que conoce su clave privada va a dar como resultado la alteración que sufrió en el medio. 


Es decir, la gliptografía simétrica garantiza realmente la integridad del documento porque usted se va a dar 
cuenta. De pronto, a usted en un papel le falsificaron la firma o le cambiaron un texto y a simple vista usted 
no se da cuenta. El sistema informático le va a dar como resultado, cuando usted lo abra, que ese documento 
fue alterado, porque la combinación matemática no le va a permitir abrir el documento enviado. Yo lo estoy 
explicando en lenguaje vulgar; quizás Federico se lo pueda explicar en un lenguaje más técnico. 


SEÑOR MONTEVERDE.- No voy a abundar en detalles tecnológicos porque creo que no es el 
objetivo, lo que sí quiero es reafirmar la absoluta característica de integridad que ofrece la firma 
electrónica avanzada. Si bien esta es equiparable a la firma hológrafa en todos sus aspectos, hay un 
elemento en el cual la supera: en garantizar la integridad de ese documento. Una vez que ese 
documento ha sido firmado electrónicamente no puede ser alterado de ninguna forma porque, si no, la 
firma deja de ser válida, y al dejar de ser válida automáticamente surge que el documento ha sido 
alterado. Entonces, la propia tecnología nos brinda la certeza absoluta de integridad del documento. 
Está diseñado específicamente para eso. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Señor Presidente: a mí me gusta cómo los técnicos hablan de certezas. Hemos 
visto una y otra vez cómo las certezas han sido violadas. A mí me parece que avanzar en términos de... 
En este tema no existen las verdades absolutas. Por eso los avances tecnológicos.... 


(Interrupciones) 


Estoy tratando de que se nos diga si hay algún ajuste más que normativamente podemos hacer en base a 
una Convención que todavía no tenemos ratificada para seguir aproximándonos, lo más posible, al mayor 
grado de garantías con respecto a toda esta documentación que, como ustedes dicen, ya no se trata solo de 
circulación interna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está aclarado al inicio del documento que no. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me refiero a las transacciones nacionales, que esa documentación puede 
servir... 


(Interrupciones) 


Reitero, ya que no tenemos ratificada la Convención que tiene que ver con todos estos temas, quisiera 
saber si desde el punto de vista normativo hay algún aspecto más que nosotros podamos poner apuntando a 
una mayor certeza, puesto que estamos debatiendo un proyecto de ley. 


SEÑOR ORRICO.- Lo único que voy a decir es que en el sistema actual si no existen las computadoras, 
tampoco hay garantías absolutas porque todos los días, todos los años, hay mucha gente vinculada a 
estos fenómenos porque han hecho certificaciones falsas, escrituras falsas, porque la firma no era la 
que correspondía, porque certificaron una firma y el tipo estaba muerto. 


(Interrupción de la señora Representante Argimón) 


Pero los Códigos también se incumplen. El absoluto en esto no existe, porque estamos ante seres 
humanos y siempre hay alguno buscando la vuelta. No solo en esto; hicimos un boleto que dura dos horas y 
parece que venden el saldo de tiempo. Hay cosas que, a veces, no se prevén y después salen. 


De todas maneras, me parece que hay suficientes garantías. Naturalmente, el cero error no existe en ninguna 
rama donde haya un humano. Entonces, me parece que debemos avanzar por este lado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- De lo que se trata es de acotar lo máximo posible el error humano. Sin 
duda, siempre va a existir, pero al estar creando un nuevo sistema hay que acotarlo lo máximo posible. 
Ante los errores humanos están los códigos de ética, el Código Penal, etcétera. Por lo tanto, haciendo 
pie en lo de la escribana Argimón, respecto del artículo 4”, que refiere a los efectos legales de los 
documentos electrónicos, ¿estos documentos llevarán firma electrónica avanzada para darle la calidad 
de documentación auténtica y que dará plena fe? 


SEÑORA VIEGA.- El efecto va a estar dado por el tipo de firma que se utilice. A veces, tenemos más 
miedos; hay fantasmas en cuanto al tema tecnológico. Yo comparto que la seguridad absoluta no existe, 
no existe en el mundo papel y los mismos problemas que se suscitan en el mundo material se presentan 
en el mundo virtual. Los ciberdelincuentes actuales son los mismos delincuentes que están utilizando 
otras herramientas para iguales fines, que son económicos u otros. 


El tema acá es cómo nosotros garantizamos estos documentos y estas firmas. Lo garantizamos no solamente 
como ya mencionó Federico Monteverde, a través de la tecnología, sino por todos los requisitos que estamos 
exigiendo a los prestadores de servicios para acreditarlos; nosotros estamos agrupando todos los requisitos 
que se han exigido internacionalmente para que nuestro país dé las máximas garantías. Estamos exigiendo 
hasta garantías económicas. Como terceros de confianza que puedan ser estas personas en el proceso de 
certificación, son los más exigidos. 


Con la tecnología actual y con las exigencias que tienen los prestadores de servicios de certificación, estamos 
dando... 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero saber si los documentos previstos en el artículo 4% “que 
satisfacen el requerimiento de escritura y tendrán los mismos efectos jurídicos que los documentos 
escritos” van a estar suscritos por medio de firma electrónica avanzada. Quisiera que me conteste sí o 
no; nada más. 


SEÑORA VIEGA.- Yo entiendo que sí, que cuando un documento electrónico esté firmado con una 
firma electrónica común se le va a aplicar el artículo 5” y cuando un documento electrónico esté 
firmado con una firma electrónica avanzada se le va a aplicar el artículo 6”. 


El artículo 4” lo que hace es recoger y aunar en un artículo los artículos que ya están vigentes al día de hoy, 
que son los artículos 695 y 697 de la Ley N* 16.736. En realidad, este artículo unifica estos dos artículos que 
están vigentes en nuestra normativa actual y que, como hacía referencia, tienen su origen, con algunas 
modificaciones sufridas a lo largo del tiempo, en la Ley N” 16.002, que data del año 1988. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el punto uno del documento que nos entregan se señala: “Acerca de la 
valoración sobre la no utilización como fuente de la Convención de Naciones Unidas sobre la 
Utilización de las Comunicaciones Electrónicas en los Contratos Internacionales” esto fue un 
cuestionamiento realizado por la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay en su 
momento; están respondiendo a ello “la misma no corresponde en virtud a que el presente proyecto no 
refiere a las comunicaciones electrónicas ni a los contratos internacionales. En el mismo sentido 
regular en esta norma acerca del tiempo y lugar de envío y recepción de comunicaciones electrónicas 
(es un) tema que debe ser regulado en un proyecto de ley de comercio electrónico y/o específicamente 
de comunicaciones electrónicas [...]”. 


En el caso de aprobar este proyecto sin tener cubierto desde el punto de vista legislativo estos otros aspectos, 
¿qué hechos podrían generarse desde la perspectiva de las transacciones internacionales y los demás aspectos 
que aquí están tratados? 


SEÑORA VIEGA.- Este proyecto agota la temática documento y firma electrónica. Los temas que 
hacen a las comunicaciones electrónicas, a su validez, a los tiempos de envíos y recepción son 
complejísimos. Piensen que la Unión Europea necesitó dos directivas para regularlos; tiene una 
directiva de documento y firma electrónica, una de comercio electrónica y otra de comunicaciones 
electrónicas. ¿Por qué? Porque no podemos agotar en una misma norma una temática que es tan 
compleja 


Nosotros ya estamos trabajando en el anteproyecto de comercio electrónico y por un tema de complejidad a 
la hora de determinar cuál va a ser su estructura todavía no tenemos definido si las comunicaciones 
electrónicas van a entrar en él o vamos a necesitar una norma separada. Mientras no tengamos una norma 
específica que regule puntualmente estos temas, uno de los principios del derecho telemático es que siempre 
nos remitimos a la normativa existente. Por lo tanto, en materia de contratos telemáticos rige el Código Civil 


como en el caso de cualquier otro contrato. Narvaja fue sabio en ese sentido y reguló los contratos a 
distancia; esa normativa es lo que se toma hoy para regular los contratos telemáticos. 


SEÑOR ORTUÑO.- Me parece importante que queden claras algunas cosas y por eso quiero hacer una 
consulta. 


Pienso que estamos ante una normativa que tiene antecedentes nacionales importantes, que afortunadamente 
han colocado al país en la senda de ir incorporando mecanismos que el avance de las nuevas tecnologías de la 
información y las comunicaciones en el mundo han hecho necesarios en los tiempos que corren. 


Lo que estamos haciendo es un ajuste, bienvenido, de acuerdo con los avances que se han venido registrando 
a nivel interno y también tal como lo han expuesto nuestros invitados de hoy a nivel regional e internacional. 
Creo que la explicación que se ha dado es clara no solo en cuanto a los principios que informan el proyecto 
de ley sino a las garantías que se dan ante las inquietudes que han planteado algunos legisladores aquí y 
también la Asociación de Escribanos del Uruguay y otros agentes que, legítimamente, están preocupados al 
igual que lo estamos todos por que esto se pueda utilizar, y utilizar bien. 


Es importante destacar que se han recogido algunos de los planteos o inquietudes presentados por la 
Asociación de Escribanos del Uruguay en la propuesta de incorporación de un literal a uno de los artículos 
esenciales del proyecto de ley. También es fundamental recoger la importancia de los acuerdos institucionales 
entre la gente especializada en estos temas que a nivel del Estado uruguayo ha venido avanzando en estas 
cuestiones. Para mí no es menor se ha dicho al pasar pero creo que debemos destacarlo la aprobación de estas 
iniciativas legales por parte de la Suprema Corte de Justicia, los acuerdos alcanzados entre el Poder Ejecutivo 
y el Poder Judicial sobre estos temas y la colaboración que se está dando al Poder Legislativo para poder 
tener un marco legal general que establezca las garantías necesarias que, a esta altura, todos estamos 
queriendo para concretar algunas cosas de las que hablamos todos como la modernización del Estado, la 
modernización y agilitación de los trámites, la modernización de las comunicaciones y las transacciones entre 
las personas. En este tema nos debe interesar como política de Estado colocar al Uruguay a la vanguardia, 
pero sin la aprobación de estos marcos legales es imposible hacerlo a nivel interno y, sobre todo, es inviable 
el intercambio a nivel internacional, pues debemos tener en cuenta que si hay globalización en algún área es 
en esta 


Estamos en condiciones de avanzar porque es una necesidad que tiene el país en esta materia 


Quiero terminar preguntando si estos mecanismos tienen antecedentes y experiencias de aplicación en otras 
partes del mundo, que es el tema central. Muchas veces, cuando algunos de nosotros que no somos 
especialistas en estas nuevas tecnologías nos acercamos a estos temas sentimos inseguridades, dudas sobre 
las posibilidades de aplicación eficaz de estas tecnologías con las garantías que, insisto, legítimamente nos 
preocupan a todos. La pregunta es si esto se ha llevado adelante con eficacia en otras partes del mundo y en 
qué situación está Uruguay en relación a eso, porque creo que de la experiencia internacional pueden surgir 
no solo la necesidad y la conveniencia de avanzar en estas disposiciones sino la tranquilidad de que esto se 
pueda hacer con los procedimientos y las garantías que estamos demandando. 


Yo siento que no podemos perder tiempo como país en el avance en estas cuestiones. Ayer asistimos a la 
celebración de los veinte años de la CUTI, Cámara Uruguaya de Tecnologías de la Información, que ha 
tenido desde el ámbito privado un desarrollo muy importante en beneficio del país. Con la creación de la 
AGESIC y con los antecedentes que hemos tenido en el Estado uruguayo a nivel público también se está 
acompasando un desarrollo global a nivel nacional en estas cuestiones. Como Poder Legislativo tenemos el 
desafío de generar los marcos legales y normativos que permitan y estimulen estos desarrollos 
imprescindibles en el siglo XXI para beneficio de la población. 


Si estas cosas fueron posibles en otras partes del mundo yo creo que deben ser posibles aquí; por eso mi 
pregunta. 


SEÑOR MONTEVERDE.- Mi respuesta a la pregunta del señor Diputado Ortuño es: absolutamente, 
sí. Y voy a citar dos ejemplos que creo que son paradigmáticos. 


El primero de ellos es de nuestra región. Brasil hace muchos años que tiene instrumentado este mecanismo y 
tiene una solución de infraestructura nacional similar a la que está planteada en este proyecto. De hecho, ellos 
han colaborado, hemos recibido de la República de Brasil asistencia técnica durante todos los pasos de 
instrumentación y valoración de esta solución. 


El segundo ejemplo que quiero mencionar es en Europa, específicamente en España. España es uno de los 
países que tiene más desarrollado este sistema, incluso al punto de tener el DNI la cédula de identidad digital. 
Hoy, cada español tiene su cédula de identidad, su DNI en un formato digital. Es una tarjeta inteligente como 
las que se utilizan para hablar por teléfono que contiene adentro certificados digitales. Entonces, eso permite 
a las personas dentro de España utilizar ese DNI, esa cédula de identidad, para efectuar transacciones, para 
identificarse, para firmar documentos. 


Es decir que este tipo de soluciones y de estructuras existen en la vida real. Hay antecedentes concretos y 
exitosos de su aplicación. 


Finalmente, quiero subrayar que las medidas de seguridad que brindan estos mecanismos son tales que este 
tipo de instrumentos y de tecnologías también son utilizados en entornos militarizados, de defensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos profundamente la presencia de nuestros invitados. Ha sido muy 
instructivo el planteo desarrollado y, obviamente, continuaremos con el tratamiento del proyecto de 
ley. 


(Se retiran de Sala los representantes del Área Derechos Ciudadanos de la Agencia para el Desarrollo del 
Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y del Conocimiento, AGÉSIC) 


En primer lugar, queremos dejar constancia de la solicitud del señor Diputado Lacalle Pou así me lo ha 
manifestado en cuanto a que se incorpore el Repartido N* 699 de 2006, “Duvinoso Juan del Puerto Pérez, 
'Pindingo'. Designación al puente ubicado sobre el Río San Luis a la altura del kilómetro 30 de la Ruta 
Nacional N* 19 en el departamento de Rocha” en el orden del día de esta Comisión para su tratamiento. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quiero volver a insistir consta en la versión taquigráfica que lo estamos 
reiterando desde hace tres o cuatro sesiones con el señor Diputado Cánepa y otros integrantes de 
nuestra bancada sobre la importancia de la aprobación en un plazo breve del proyecto que tenemos a 
consideración, relativo a la certificación y documentación electrónica. Francamente, hay proyectos 
importantes para el país que están detenidos a la espera de este marco legal, y es importante que la 
Comisión se pronuncie. Hemos escuchado en función de lo que había sido solicitado en anteriores 
sesiones de esta Comisión la ponencia del Poder Ejecutivo que acaba de finalizar. También hemos 
tenido oportunidad de escuchar a la Asociación de Escribanos y otros planteos sobre el tema. Por tanto, 
estamos en condiciones de tomar una decisión sobre esta cuestión. 


Nosotros solicitamos que el tema se mantenga en el orden del día para la próxima sesión, y que las bancadas 
correspondientes presenten su posición tanto a favor como en contra, porque vamos a proponer que este 
proyecto se ponga a votación. Recomendamos a todos los legisladores revisar, en los repartidos 
correspondientes, las modificaciones que fueron presentadas por el Poder Ejecutivo en el día de hoy. Unas, 
trasladan una propuesta del Poder Judicial que ha sido el resultado del consenso entre el Poder Ejecutivo y el 
Poder Judicial en cuanto a la propuesta de la Suprema Corte de Justicia y, otras, incorporan respuestas a los 
planteos realizados por la Asociación de Escribanos en la sesión anterior, que han sido atendidos por el Poder 
Ejecutivo. Con estos elementos, creemos que en la próxima sesión podemos estar en condiciones de resolver 
en un sentido o en otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, está a consideración la solicitud planteada por parte de los 
señores legisladores de Salto, Manuel María Barreiro y Rodrigo Goñi Romero y por la señora 
Diputada Alba Cocco Soto, en el sentido de designar con el nombre de “Neri Campos Teixeira” la Ruta 
Nacional conocida como “By Pass Salto Grande”, en el departamento de Salto. 


En el texto original de este proyecto de ley realizamos algunas modificaciones. Si se entendiera del caso, 
estaríamos proponiendo la votación de este artículo que dice: Desígnase con el nombre de 'Neri Campos 


Teixeira' la Ruta Nacional conocida como 'By Pass Salto Grande", en el departamento de Salto, que nace en el 
kilómetro 492” esta fue una corrección que se hizo en relación al proyecto original “de la Ruta Nacional N* 3 
'General José Gervasio Artigas' y se extiende de este a oeste hasta el kilómetro 8.900 de la misma”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se propone al señor Diputado Borsari Brenna como miembro informante. 
(Se vota) 

——— Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 


La Mesa quiere aclarar que en la próxima reunión de la Comisión se va a proponer sesionar en régimen de 
doble horario, los días 23 y 30, a los efectos de poder avanzar en una serie de proyectos, todos importantes 
para el país, que están pendientes de aprobación. De esta manera se trabajaría con una mayor profundidad, 
luego de haber escuchado varios planteos relativos a proyectos presentados. 


Por otro lado, debemos informar que la Asociación de Magistrados del Uruguay y la Cátedra de Derecho 
Civil que habían sido invitados para el día de hoy, manifestaron su imposibilidad de concurrir. Se plantea 
recibirlos en la próxima sesión, dada la solicitud presentada por el señor Diputado Ortuño en cuanto a 
someter a votación el asunto al que acaba de referir. Por tanto, vamos a realizar las coordinaciones a los 
efectos de poder dar cuenta de todos esos aspectos, en lo posible en la sesión del miércoles 13 de mayo. 


SEÑOR ORTUÑO.- Para terminar, quisiera hacerme eco de una solicitud del señor Diputado Ibarra 
que comparto con la Comisión, que refiere a la consideración de un proyecto de ley que denomina al 
Hospital de Ojos si no recuerdo mal “José Martí”. Se trata de una propuesta que nos parece puede 
bajar a consulta de las distintas bancadas para resolver en cuanto estemos en condiciones. 
Simplemente quería trasladar este planteo del señor Diputado Ibarra porque me parece de justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de la carpeta N” 1523 de 2009 “Hospital de Ojos José 
Martí. Designación a primer centro de referencia oftalmológica del país, ubicado en el predio del 
Hospital Gustavo Saint Bois”. Esta iniciativa entró el 24 de marzo de 2009, y fue presentada por los 
señores Diputados Bernini e Ibarra. Efectivamente, este asunto ya había sido planteado por el señor 
Diputado Ibarra, por lo que procederemos a enviarlo a todos los parlamentarios a los efectos de que 
ingrese al orden del día y pueda ser aprobado. 


Sin otros asuntos que considerar, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


